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JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL. 

 

INFORME DE SECRETARÍA: 

 

Paso a despacho de la señora Juez, demanda verbal de Resolución de 
Contrato por WILLIAM GONZÁLEZ RAMÍREZ, frente a MARÍA YANET 
SÁNCHEZ PALACIO, radicada al 2018-00094-00; cumplido período de 
requerimiento sin pronunciamiento. Sírvase ordenar. 
 

 
Viterbo, 7 de septiembre de 2022. 

 

 
 

 

Auto Interlocutorio No. 0427/2022 

Radicado 178774089001-2018-00094-00 

 
JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL  

VITERBO, CALDAS  

178774089001 

 

Viterbo, Caldas, ocho (8) de septiembre de dos mil veintidós 
(2022). 
                                  
 

Se analiza por esta dispensadora judicial, el Archivo por 
Conciliación de lo actuado en el trámite de la demanda verbal que 
pretende la RESOLUCIÓN DE CONTRATO, presentada por WILLIAM 
GONZÁLEZ RAMÍREZ frente a MARÍA YANETH SÁNCHEZ PALACIO, 
radicada al 2018-00094-00, así:  
 

HECHOS: 
 

El 26 de junio de 2018, se admitió el trámite, con la inscripción 
de cautela sobre un bien inmueble. 

 
El 8 de octubre de 2019, se desarrolló audiencia de trámite 

dentro de la cual se presentó acuerdo entre las partes, consignando en 
el acta las obligaciones de cada parte, entre ellas el pago de una suma 
de dinero y la suscripción de hipoteca sobre el bien aprisionado en el 
asunto. 

 
Transcurrido el tiempo sin la comparecencia de las partes, se 

ordenó requerirlas a fin de que informaran la suerte del pacto, ante el 
hecho de la conciliación. 
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Vencido el período ofrecido no se encuentra en el dossier 

manifestación al respecto.     
 

SE CONSIDERA: 
 

 Se evidencia la falta de actuación de las partes en el trámite, 
luego de concluida la audiencia de trámite donde se produjo la 
conciliación. 
 
 Se tiene que el acto donde se produce un acuerdo de 
voluntades pone fin al trámite, resaltando que el acta presta mérito 
ejecutivo y se puede forzar su cumplimiento dentro de gestión 
separada, sin que sea necesaria la existencia de esta actuación por 
haber concluido en un acuerdo. 
 

“… Naturaleza, presupuestos y consecuencias de la 
conciliación 
  
13. Desde sus inicios la Corte Constitucional ha avalado la 
figura de la conciliación como mecanismo de resolución de 
conflictos, fundamentando su constitucionalidad en el deber 
que tienen el Estado y los particulares de contribuir al 
mantenimiento de la paz social. Esta Corporación ha puesto de 
presente que la posibilidad de que las partes en conflicto 
lleguen a una solución de manera autónoma, sin necesidad de 
que un tercero les imponga la solución, contribuye 
enormemente al logro de la paz. Al respecto, la Sentencia C-
165 de 1993 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), sostuvo: 
  
“Es pertinente anotar que la conciliación es no solo congruente 
con la Constitución del 91, sino que puede evaluarse como una 
proyección, en el nivel jurisdiccional, del espíritu pacifista que 
informa a la Carta en su integridad. Porque, siendo la 
jurisdicción una forma civilizada y pacífica de solucionar 
conflictos, lo es más aún el entendimiento directo con el 
presunto contrincante, pues esta modalidad puede llevar a la 
convicción de que de la confrontación de puntos de vista 
opuestos se puede seguir una solución de compromiso, sin 
necesidad de que un tercero decida lo que las partes mismas 
pueden convenir.” 
  
14. Sin duda, la posibilidad de llegar a una solución a través de 
una interacción directa entre las partes en conflicto les permite 
ejercer de manera más amplia su libertad personal y en 
algunos casos facilita el mantenimiento de buenas relaciones 
interpersonales. Así mismo, las partes se ven más 
comprometidas con las soluciones adoptadas por ellos mismos, 
que con aquellas impuestas por un tercero. Por lo tanto, los 
llamados mecanismos “autocompositivos” de resolución de 
conflictos le dan sostenibilidad a la paz, y permiten una 
satisfacción más completa de los intereses de las partes en 
conflicto. Sin embargo, la Corte ha avalado este tipo de 
mecanismos también por otras razones. 
  
15. Al estudiar la Ley estatutaria de la administración de 
justicia, la Corte en la Sentencia C-037 de 1996 (M.P. 
Vladimiro Naranjo Mesa) relacionó el fundamento constitucional 
de la conciliación no sólo con el logro de la paz, sino con los 
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principios y valores fundamentales establecidos en la Carta, así 
como con la eficiencia en la administración de justicia, debido a 
la congestión crónica que ésta padece. Al respecto dijo: 
  
“Como se ha expuesto a lo largo de esta providencia, el 
propósito fundamental de la administración de justicia es hacer 
realidad los principios y valores que inspiran al Estado Social 
de Derecho, entre los cuales se encuentran la paz, la 
tranquilidad, el orden justo y la armonía de las relaciones 
sociales, es decir, la convivencia (Cfr. Preámbulo, Arts. 1o y 2o 
C.P.). Con todo, para la Corte es claro que esas metas se 
hacen realidad no sólo mediante el pronunciamiento formal y 
definitivo de un juez de la República, sino que asimismo es 
posible lograrlo acudiendo a la amigable composición o a la 
intervención de un tercero que no hace parte de la rama 
judicial. Se trata, pues, de la implementación de las 
denominadas “alternativas para la resolución de los conflictos”, 
con las cuales se evita a las partes poner en movimiento el 
aparato judicial del país y se busca, asimismo, que a través de 
instituciones como la transacción, el desistimiento, la 
conciliación, el arbitramento, entre otras, los interesados 
puedan llegar en forma pacífica y amistosa a solucionar 
determinadas diferencias, que igualmente plantean la 
presencia de complejidades de orden jurídico. …” 
  
“Para esta Corporación, las formas alternativas de solución de 
conflictos no sólo responden a los postulados constitucionales 
anteriormente descritos, sino que adicionalmente se 
constituyen en instrumentos de trascendental significado para 
la descongestión de los despachos judiciales…” 
  
16. Con todo, la Corte ha establecido una distinción entre la 
conciliación y otros mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos. Estas distinciones no son meramente doctrinarias, 
académicas o conceptuales. Por el contrario, las diferencias 
entre estos mecanismos tienen importantes repercusiones 
constitucionales. Así, en el Auto A-070 de 1999 (M.P. Fabio 
Morón Díaz) y en la Sentencia C-1281 de 2001 (M.P. Clara 
Inés Vargas Hernández) la Corte ha diferenciado entre la 
conciliación y el allanamiento a las pretensiones del 
demandante, en el cual éste no está transando frente al 
demandado o frente a un tercero. A diferencia de lo que ocurre 
en la conciliación, en el allanamiento el demandado o el tercero 
reconocen sin objeciones el derecho que le asiste al 
demandante. Por lo tanto, aun cuando la Corte ha cerrado la 
posibilidad de la conciliación sobre derechos fundamentales, ha 
avalado la posibilidad del desistimiento frente al allanamiento 
del demandado, en la medida en que lo concibe no como una 
forma de transacción sino como una forma de protección de los 
derechos fundamentales. 
  
17. Por su parte, la Corte Constitucional en la Sentencia C-160 
de 1999 (M.P. Antonio Barrera Carbonell) caracterizó la 
conciliación como un tipo particular de mecanismo de solución 
de conflictos, a partir de los siguientes seis elementos: 1) es un 
mecanismo de autocomposición, 2) preventivo o previo, que 3) 
no corresponde a una actividad judicial, 4) es eficiente, 5) versa 
sobre conflictos susceptibles de transacción, y 6) debe estar 
regulado por el Congreso. Cada uno de estos elementos tiene 
repercusiones respecto del alcance constitucional de la 
conciliación. Para efectos de la presente sentencia, la Corte 
abordará tres de estas características, analizando sus 
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implicaciones desde el punto de vista constitucional. En 
particular, esta Corporación se referirá al carácter 
autocompositivo de la conciliación, a su naturaleza no judicial, y 
al tipo de conflictos que pueden ser resueltos a través de este 
mecanismo, como se verá a continuación. 
  
18. Así mismo, la Corte ha establecido una distinción entre dos 
acepciones del término conciliación. Por un lado, sostuvo que 
desde el punto de vista sustantivo la conciliación denota un 
acuerdo entre dos o más partes en un conflicto. Por el otro, 
desde una perspectiva procedimental la conciliación se refiere, 
no al resultado, sino al momento procesal o al trámite por 
medio de la cual se pretende llegar a dicho acuerdo, y en 
particular, a la relación que existe entre la conciliación y los 
medios jurisdiccionales de resolución de conflictos. Esta puede 
estar inserta como actuación de un proceso judicial (p. ej. la 
audiencia establecida en el artículo 101 del Código de 
Procedimiento Civil), constituir un requisito previo, necesario 
para que el demandante acceda a dicho proceso judicial (como 
lo es en el ordenamiento laboral), o puede constituir una 
actuación independiente, que no está inserta como un 
prerrequisito ni como una etapa de un proceso judicial. Así, 
desde el punto de vista procedimental, la conciliación puede 
ser judicial, prejudicial o extra-judicial. Con respecto a la 
naturaleza sustancial o procedimental de la conciliación, la 
Corte en la Sentencia C-1195 de 2001 (M.P. Manuel José 
Cepeda Espinosa), sostuvo: 
  
“El término conciliación tiene dos sentidos distintos según el 
contexto en que es utilizado: uno procedimental y otro 
sustancial. En relación con su acepción procedimental, la 
conciliación es “un mecanismo de resolución de conflictos a 
través del cual, dos o más personas gestionan por sí mismas la 
solución de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral 
y calificado, denominado conciliador.”  Según esta acepción, la 
conciliación es apenas una serie de pasos preestablecidos que 
tiene por objeto  eventual, no necesario  la celebración de un 
acuerdo entre dos o más personas. No obstante, el término 
conciliación también se refiere al acuerdo al que se llega 
mediante la celebración del procedimiento conciliatorio. En este 
segundo sentido sustancial, la conciliación se materializa en un 
acta que consigna el acuerdo al que llegan las partes, 
certificado por el conciliador.” 
  
19. Ahora bien, el carácter autocompositivo de la conciliación 
tiene consecuencias respecto de quién y cómo se resuelve el 
conflicto. Si bien el artículo 116 de la Constitución se refiere a 
la conciliación en la misma disposición en que enuncia algunos 
mecanismos propios de la administración de justicia, la Corte 
ha sostenido sistemáticamente desde la misma Sentencia C-
066 de 1999, que en todo caso, la conciliación no es una 
actividad judicial. Ello es así desde una perspectiva tanto 
orgánica como material.[2] En primer lugar, porque al tratarse de 
un mecanismo de autocomposición son las partes, y no el juez, 
quienes en últimas deciden cómo resolver el conflicto. Por lo 
tanto, al margen de que sea el juez quien actúa como 
conciliador o como garante del acuerdo de conciliación, éste no 
está propiamente desempeñando una actividad judicial. Por 
otra parte, no constituye una función judicial desde un punto de 
vista material, porque la solución no corresponde a la 
aplicación de normas jurídicas en casos concretos conforme al 
artículo 230 de la Constitución, sino que está abierta a la libre 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-404-16.htm#_ftn2
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disposición de las partes. Por supuesto, este tipo de decisiones 
pueden estar más o menos mediadas por las gestiones que 
lleva a cabo un conciliador, quien como ya se dijo, puede ser 
un juez. Sin embargo, la labor del conciliador no es la de 
decidir con autoridad la manera como se debe resolver el 
conflicto, sino proponer soluciones que resulten aceptables 
para las partes. Son ellas quienes en últimas deciden si 
adoptan o no las sugerencias que les hace el conciliador. De lo 
anterior es necesario concluir que la autonomía de la voluntad 
juega un papel fundamental en la solución que adoptan las 
partes dentro de una conciliación. 
  
20. La importancia que adquiere la voluntad de las partes en el 
diseño y la adopción de soluciones en la conciliación tiene 
repercusiones constitucionales. Sin duda, tal y como lo ha 
sostenido esta Corporación en múltiples oportunidades, aun 
cuando está sujeto a los principios de razonabilidad, 
proporcionalidad y necesidad, el Congreso cuenta con un 
amplio margen de configuración legislativa para regular la 
conciliación.[3] En ejercicio de este margen de configuración el 
Congreso tiene la potestad para establecer, entre otras, las 
materias que son susceptibles de conciliación y las condiciones 
subjetivas que, en materia de capacidad y de consentimiento, 
deben tener las partes para poder conciliar. Así, la Sentencia 
C-893 de 2001 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández), sostuvo: 
  
“La conciliación es un mecanismo  excepcional,  porque 
dependiendo de la naturaleza jurídica del interés afectado, sólo 
algunos de los asuntos que podrían ser sometidos a una 
decisión jurisdiccional, pueden llevarse ante una audiencia de 
conciliación. En general, son susceptible de conciliación los 
conflictos jurídicos que surgen en relación con derechos 
disponibles y por parte de sujetos capaces de disponer.” 
  
21. En relación con el objeto de este mecanismo alternativo de 
resolución de conflictos, la Corte ha dicho que la conciliación 
únicamente puede versar sobre conflictos susceptibles de 
disposición por las partes.  Ello supone dos tipos de límites, 
unos subjetivos y otros objetivos. En relación con los límites 
subjetivos, las partes deben tener la capacidad de disposición 
sobre aquello que es objeto de conciliación. Es decir, las partes 
deben ser titulares de los derechos objeto de la conciliación, o 
tener la legitimidad para disponer sobre los intereses a 
conciliar, tener la representación para disponer de ellos, o en 
cualquier caso tener la facultad de disposición con fundamento 
en algún título de carácter jurídico. Por lo tanto, la Corte ha 
sostenido que no resulta aceptable la conciliación en materias 
que comprometan, entre otros, el interés público,[4] como en lo 
relacionado con el estado civil de las personas, la legalidad de 
los actos administrativos,[5] los derechos y obligaciones ciertos 
e indiscutidos,[6] la vigencia y efectividad de los derechos 
fundamentales.[7] 
--…--- 
  
27. Por tales motivos, en la medida en que la solución depende 
exclusivamente de la voluntad de las partes, el Congreso debe 
garantizar que las disposiciones de orden legal que regulan la 
conciliación protejan de manera efectiva tanto el ordenamiento 
jurídico, como la libertad de las partes para disponer de sus 
derechos. Por lo tanto, el Congreso debe garantizar que 
existan las condiciones necesarias y suficientes para que el 
ejercicio del consentimiento de las partes sea libre en la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-404-16.htm#_ftn3
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-404-16.htm#_ftn4
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-404-16.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-404-16.htm#_ftn6
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-404-16.htm#_ftn7
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conciliación. Es decir, la ley debe asegurar que la voluntad de 
quienes aspiran a conciliar esté libre de coacción externa…”. 
   

Sentencia C-404/16 

Magistrada Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ 
DELGADO. Bogotá, D. C tres (3) de agosto de dos 
mil dieciséis (2016). 

 
        Aclarado el panorama sobre los fundamentos de la conciliación 
y sus consecuencias, a juicio de esta juzgadora, el procedimiento acá 
desarrollado ha llegado a su fin, vemos como las pretensiones han 
sido absorbidas por el acuerdo plasmado por demandante y 
demandada, la cual generó compromiso de un pago y la suscripción 
de una garantía de ese pago con título. 
 
 En caso de incumplimiento ha quedado el camino dispuesto a 
demandante y demandada para concurrir a la jurisdicción con el 
ánimo de forzar el acatamiento de lo acá plasmado. 
 
 Por lo anotado, se ordenará el archivo de lo actuado por 
haberse producido el fenómeno de la conciliación entre las partes.    

 

 En firme esta decisión se procederá al archivo del expediente 
previa cancelación de su radicación.  

 
Por lo expuesto, el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

VITERBO, CALDAS,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Decreta la TERMINACIÓN POR CONCILIACIÓN, 
del trámite de la demanda verbal que pretende la RESOLUCIÓN DE 
CONTRATO, iniciada por WILLIAM GONZÁLEZ RAMÍREZ frente a 
MARÍA YANET SÁNCHE PALACIO, radicada al 2018-00094-00; por lo 
expresado.      
 

SEGUNDO: Ordena el archivo de lo actuado previa cancelación 
de su radicación. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE: 
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JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL 
VITERBO – CALDAS 

 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 
La providencia anterior se notifica en el 

Estado 
 

No: 144 del 9/9/2022 
 

 
 

 

 

 


